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Cuarto

Aduce también la mercantil recurrente que el tránsito por esa vía
pecuaria está permitido, al amparo de lo previsto en el artículo 31.2
de la Ley 8/1998, de 15 de junio, de Vías Pecuarias de la Comuni-
dad de Madrid, al ser el único acceso para llegar al vertedero.

En relación con lo alegado, el artículo 43, apartado f), prohíbe ex-
presamente el tránsito de vehículos todoterreno, motocicletas y
cualquier otro vehículo motorizado, fuera de los casos previstos en
los artículos 31 (usos comunes compatibles), 33 (uso y aprovecha-
miento especial recreativo, cultural, deportivo y educativo) y 36
(autorizaciones especiales de tránsito).

Por su parte, tanto el artículo 16 de la Ley 3/1995, de 23 de mar-
zo, de Vías Pecuarias, “Las comunicaciones rurales y, en particular,
el desplazamiento de vehículos y maquinaria agrícola deberán respe-
tar la prioridad del paso de los ganados, evitando el desvío de estos
o la interrupción prolongada de su marcha. Con carácter excepcio-
nal y para uso específico y concreto, las Comunidades Autónomas
podrán autorizar la circulación de vehículos motorizados que no
sean de carácter agrícola, quedando excluidas de dicha autorización
las vías pecuarias en el momento de transitar el ganado y aquellas
otras que revistan interés ecológico y cultural”, como el artículo 36
de la Ley 8/1998, de 15 de junio, de Vías Pecuarias de la Comunidad
de Madrid, “Fuera de los casos previstos en los artículos 31 y 33, el
tránsito por las vías pecuarias de vehículos motorizados de uso no
agrícola, requerirá de autorización expresa mediante documento es-
pecial, que únicamente podrá concederse con carácter excepcional
conforme a lo regulado en este artículo”, establecen que es necesa-
ria autorización para circular por una vía pecuaria con vehículo mo-
torizado que no sea de carácter, agrícola.

Sentado lo anterior, el artículo 31.2 de la Ley 8/1998, de 15 de ju-
nio, de Vías Pecuarias de la Comunidad de Madrid, autoriza “con
carácter excepcional el tránsito de vehículos motorizados que estén
al servicio de establecimientos hoteleros, deportivos, culturales y
educativos que radiquen en el medio rural, contiguos o próximos a
las vías, cuando no sea posible el acceso a los mismos de otro
modo”, e igualmente “el tránsito de vehículos que sirvan para el ac-
ceso de sus habitantes a casas, granjas y explotaciones de todo gé-
nero que estén aisladas en el medio rural”.

De la normativa citada se desprende que, en contra de lo manifes-
tado por la recurrente, para circular con vehículo motorizado que no
sea de carácter agrícola por la vía pecuaria denominada “Vereda de
la Calzadilla o Toledana”, en el término municipal de El Álamo, es
necesario expresa autorización administrativa, que en el presente su-
puesto la interesada no ha aportado.

A mayor abundamiento, consta en el expediente informe del Área
de Vías Pecuarias, de fecha 31 de mayo de 2007, en donde se infor-
ma sobre la existencia de caminos alternativos a la vía pecuaria para
acceder al vertedero en el término municipal de El Álamo.

Quinto

Finalmente, la entidad interesada invoca en su defensa que se ha
vulnerado el principio de proporcionalidad, al no concurrir ninguna
de las circunstancias previstas legalmente como criterios para gra-
duar la sanción y al no haberse producido ningún daño o perjuicio a
terceros o al medio ambiente, solicitando que se imponga la sanción
en su grado mínimo.

El principio de proporcionalidad, que ha de informar en general
toda actuación administrativa y debe observarse de modo especial
en materia sancionadora, obliga a que en su aplicación se haga de-
pender la cuantía exacta de la sanción de la concurrencia en la comi-
sión del ilícito de determinados perfiles o circunstancias, siendo ese
el sentido del artículo 131.3 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre,
de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Proce-
dimiento Administrativo Común, al disponer que “... en la imposi-
ción de sanciones por las Administraciones Públicas se deberá guar-
dar la debida adecuación entre la gravedad del hecho constitutivo
de la infracción y la sanción aplicada considerándose especialmen-
te los siguientes criterios para la graduación de la sanción a apli-
car:... B) La naturaleza de los perjuicios causados”.

En el mismo sentido, tanto el artículo 22.2 de la Ley 3/1995,
de 23 de marzo, de Vías Pecuarias, como el artículo 54.2.b) de la
Ley 8/1998, de 15 de junio, de Vías Pecuarias de la Comunidad de
Madrid, establecen como criterio a tener en cuenta para la gradua-

ción de la sanción “el impacto ambiental que la conducta infractora
hubiera provocado”.

El apartado primero del artículo 22 prevé que las infracciones le-
ves serán sancionadas con una multa de 60,10 a 601,01 euros. En el
caso en cuestión, la sanción impuesta asciende a 300 euros, y por
tanto superior al mínimo legal, al haberse tenido en cuenta, tal y
como se señala en la Resolución impugnada, las características de
los vehículos, tres camiones de gran tonelaje, que inciden de mane-
ra clara en el deterioro de la vía pecuaria afectada “aumento de la
erosión del suelo, la intensidad de uso de supone la circulación de
estos vehículos y peligrosidad para el mantenimiento de las cualida-
des físicas de las vías pecuarias”.

Por todo lo expuesto, para esta Administración, ha quedado acre-
ditada la comisión de la infracción por la recurrente y como conse-
cuencia procede desestimar el recurso interpuesto y confirmar la Re-
solución recurrida en todos sus términos por ser esta conforme a
Derecho.

En su virtud, y de acuerdo con el informe de la Dirección Gene-
ral de Medio Ambiente de fecha 4 de noviembre de 2008, en el que
se propone la desestimación del recurso,

DISPONGO

Desestimar el recurso de alzada interpuesto por don Rafael Díaz-
Llanos Lecuona, en nombre y representación de la entidad “Trans-
portes y Excavaciones Luis Encinar e Hijos, Sociedad Limitada”,
contra la Resolución de 4 de agosto de 2008, de la Dirección Gene-
ral de Medio Ambiente, y confirmar en todos sus términos la Reso-
lución recurrida por ser conforme a Derecho.

Lo que se le notifica, significándole que la Orden transcrita ago-
ta la vía administrativa y que contra la misma procederá, en su caso,
recurso contencioso-administrativo, a interponer en el plazo de dos
meses contados desde el día siguiente a la recepción de la presente
notificación, bien ante los Juzgados de lo Contencioso-Administra-
tivo de Madrid, o bien ante los Juzgados de lo Contencioso-Admi-
nistrativo del domicilio del demandante, a elección de este último.
Todo ello de conformidad con lo establecido en la Ley 29/1998,
de 13 de julio, Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Admini-
trativa, y sin perjuicio de que los interesados puedan ejercitar cual-
quier otro recurso que estimen procedente en defensa de sus derechos.

Madrid, a 3 de junio de 2009.—El Secretario General Técnico,
Alfonso Moreno Gómez.

(03/19.106/09)

Consejería de Medio Ambiente, Vivienda
y Ordenación del Territorio

Resolución de 3 de junio de 2009, por la que se acuerda publicar la
notificación de la Orden 1175/2009, de 17 de abril, por la que se
desestima el recurso de alzada interpuesto por don Iván Rojas
Hoyo, contra la Resolución de 1 de abril de 2004, de la Vicecon-
sejería de Medio Ambiente y Ordenación del Territorio.

Intentada sin efecto la notificación de la Orden 1175/2009, de 17
de abril, de la Consejería de Medio Ambiente, Vivienda y Ordena-
ción del Territorio, por la que se desestima el recurso de alzada in-
terpuesto por don Iván Rojas Hoyo, contra la Resolución de 1 de
abril de 2004, de la Viceconsejería de Medio Ambiente y Ordena-
ción del Territorio, procede su publicación a los efectos previstos en
el artículo 59.5 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Ad-
ministrativo Común.

Visto el expediente relativo al recurso de alzada interpuesto por
don Iván Rojas Hoyo, contra la Resolución de 1 de abril de 2004, de
la Viceconsejería de Medio Ambiente y Ordenación del Territorio,
se constatan los siguientes

HECHOS

Primero

Con fecha 1 de abril de 2004, el ilustrísimo señor Viceconsejero
de Medio Ambiente y Ordenación del Territorio dictó Resolución
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por la que, con base en la denuncia formulada por agentes de la
Guardia Civil, Unidad Puesto de Navas del Rey, el día 15 de agosto
de 2003, se impuso a don Iván Rojas Hoyo una multa de 150 euros
por circular con un vehículo a motor, marca “Citroën” Xsara, con
número de matrícula M-6197-WD, por una zona protegida de un
embalse catalogado, el embalse de Picadas, careciendo de autoriza-
ción administrativa, situado en el término municipal de Navas del
Rey, de la provincia de Madrid.

La citada acción constituye infracción administrativa leve, pre-
vista en el artículo 16.c) de la Ley 7/1990, de 28 de junio, de Protec-
ción de Embalses y Zonas Húmedas de la Comunidad Autónoma de
Madrid, de conformidad con lo establecido en el artículo 7.11) del
Decreto 117/2002, de 5 de julio, por el que se aprueba la Revisión
del Plan de Ordenación del Embalse de Picadas.

Dicha Resolución ha sido notificada al interesado con fecha 14 de
abril de 2004, según consta en el correspondiente acuse de recibo de
Correos.

Segundo

Contra la citada Resolución, don Iván Rojas Hoyo ha interpuesto
recurso de alzada dentro del plazo legalmente establecido, alegando,
en síntesis, lo siguiente:

— Las alegaciones al Acuerdo de inicio del procedimiento fue-
ron presentadas en tiempo y forma ante el Ayuntamiento de
Madrid.

— Reproduce el contenido del escrito de oposición formulado
frente al Acuerdo de inicio que se concreta en solicitud de co-
pia del informe emitido por el agente de la autoridad denun-
ciante y del documento que acredite la existencia de la señal
de prohibición de circulación.

— La Resolución sancionadora se ha dictado sin que se haya fa-
cilitado las pruebas propuestas, causándole indefensión.

Tercero

La Dirección General de Promoción y Disciplina Ambiental ha
emitido, el día 12 de noviembre de 2007, el informe al que se refie-
re el artículo 114.2 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Ré-
gimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimien-
to Administrativo Común, proponiendo la desestimación del
recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

Primero

La competencia para resolver el recurso de alzada interpuesto
corresponde a la Consejera de Medio Ambiente, Vivienda y Orde-
nación del Territorio, de acuerdo con lo que se establece en el artícu-
lo 114 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídi-
co de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común, en relación con lo dispuesto en los artículos
41.g) y 57 de la Ley 1/1983, de 13 de diciembre, de Gobierno y Ad-
ministración de la Comunidad de Madrid.

Segundo

En cuanto a las cuestiones de fondo, en primer lugar, el recurren-
te manifiesta su oposición a la Resolución recurrida al afirmar que
no es cierto que dentro del plazo concedido para formular alegacio-
nes no se hubieran presentado. Y, como prueba, aporta copia de un
escrito de alegaciones dirigido al Ayuntamiento de Madrid, en el
que consta sello de Correos de Barcelona de fecha 12 de febrero
de 2004 y otro escrito, subsanatorio del anterior, con fecha de pre-
sentación 8 de marzo de 2004.

En relación a lo alegado, el artículo 17.2 del Decreto 245/2000,
de 16 de noviembre, por el que se aprueba el Reglamento para el
Ejercicio de la Potestad Sancionadora por la Administración de la
Comunidad de Madrid, dispone que “En el plazo de los diez días si-
guientes a la notificación del referido acuerdo, los interesados po-
drán formular alegaciones y presentar los documentos que estimen
pertinentes, así como proponer la práctica de las pruebas que consi-
deren convenientes”.

En el presente supuesto se constata que el interesado adjunta, jun-
to al recurso de alzada, un primer escrito de alegaciones frente al
Acuerdo de inicio formulado dentro de plazo, 12 de febrero de 2004,

presentado en Correos de Barcelona y dirigido al Ayuntamiento de
Madrid. En consecuencia, dichas alegaciones no se dirigieron a la
Administración que sustanciaba el procedimiento, es decir, la Comu-
nidad de Madrid, sin que sea de aplicación en este caso lo previsto en
el artículo 20 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Ju-
rídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común, “El órgano administrativo que se estime incom-
petente para la resolución de un asunto remitirá directamente las
actuaciones al órgano que considere competente, si este pertenece a
la misma Administración Pública”, pues como dice el propio pre-
cepto, el alcance de la obligación se circunscribe a los órganos de la
misma Administración Pública.

En relación al posterior escrito de alegaciones, subsanatorio del
anterior y que se aporta por el recurrente también ahora en la fase re-
curso de alzada, se comprueban los siguientes extremos: Que se pre-
sentó en las oficinas de Correos de Barcelona el 8 de marzo de 2004,
y, en consecuencia, con posterioridad al vencimiento del plazo esta-
blecido en la norma reguladora del procedimiento; que el escrito
está incompleto y le faltan páginas, por lo que no se puede conocer
a qué Administración fue dirigido, y, por último, que no existe cons-
tancia de que dicho escrito fuese presentado en la Comunidad de
Madrid con anterioridad al dictado de la Resolución recurrida.

En consecuencia, toda vez que durante la instrucción del proce-
dimiento administrativo sancionador no se presentaron alegaciones,
la Administración continuó con la tramitación del procedimiento se-
gún lo previsto en el artículo 17 del Decreto 245/2000, de 16 de no-
viembre, por el que se aprueba el Reglamento para el Ejercicio de la
Potestad Sancionadora por la Administración de la Comunidad de
Madrid.

De acuerdo con lo expuesto no procede admitir la indefensión
alegada por el interesado.

Tercero

En segundo término, el recurrente reproduce el contenido del es-
crito de oposición formulado frente al Acuerdo de inicio que se con-
creta en solicitud de copia del informe emitido por el agente de la
autoridad denunciante y del documento que acredite la existencia de
la señal de prohibición de circulación, en base a lo dispuesto en la
Ley de Seguridad Vial. Como medio de prueba, aporta fotografía del
lugar de los hechos.

Con carácter previo resulta preciso mencionar el derecho que
asiste a los interesados en el procedimiento a “conocer en cualquier
momento el estado de tramitación de los procedimientos en los que
tengan la condición de interesados y obtener copia de los documen-
tos contenidos en ellos”, en virtud de lo previsto en el artículo 35.a)
de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo
Común.

En aplicación del precepto citado, el interesado puede, previo
pago de la tasa denominada “Reproducción de documentos obrantes
en unidades administrativas” prevista en el Decreto 1/2002, de 24 de
octubre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Ta-
sas y Precios Públicos de la Comunidad de Madrid, obtener copia de
la denuncia del agente denunciante, así como de la demás documen-
tación obrante en el expediente.

Sin embargo, examinado el procedimiento, no consta que el inte-
resado haya comparecido en las dependencias administrativas ni
que haya abonado el pago de la tasa correspondiente.

En cuanto a la solicitud de documento que acredite la existencia
de la señal de prohibición de circulación en base al artículo 55 de
la Ley de Seguridad Vial, se señala en primer lugar que la legisla-
ción aplicable al presente caso es la existente en materia ambien-
tal que, en función de la conducta sancionada, se concreta en la
Ley 7/1990, de 28 de junio, de Protección de Embalses y Zonas
Húmedas de la Comunidad Autónoma de Madrid, en relación con
el Decreto 117/2002, de 5 de julio, por el que se aprueba la Revi-
sión del Plan de Ordenación del Embalse de Picadas. Y, asimismo,
el procedimiento seguido para imponer la sanción es el regulado en
el Decreto 245/2000, de 16 de noviembre, por el que se aprueba el
Reglamento para el Ejercicio de la Potestad Sancionadora por la Ad-
ministración de la Comunidad de Madrid, concretamente el capítu-
lo V del mismo, al concurrir las circunstancias para la tramitación
simplificada.
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Por otra parte, el artículo 16.c) de la Ley 7/1990, de 28 de junio,
de Protección de Embalses y Zonas Húmedas de la Comunidad Au-
tónoma de Madrid, determina la prohibición del establecimiento de
vehículos a motor en zonas no autorizadas.

A su vez, el artículo 7.11) del Decreto 117/2002, de 5 de julio, por
el que se aprueba la Revisión del Plan de Ordenación del Embalse
de Picadas, establece la prohibición de “circulación y estaciona-
miento de vehículos fuera de las vías y lugares señalados para tal fin,
excepto con autorización temporal y expresa otorgada por la Conse-
jería de Medio Ambiente”.

De la interpretación conjunta de los preceptos citados se despren-
de que no es necesario que existan señales prohibiendo circular y es-
tacionar con vehículo a motor en una zona protegida, siendo sufi-
ciente con que dicha prohibición se encuentre recogida en una
norma. Por ello, resulta irrelevante la existencia o no de señaliza-
ción, pues la infracción se ha cometido igualmente.

En el presente caso, queda constatado mediante la denuncia de los
agentes de la Guardia Civil, en función de la presunción de veraci-
dad que les otorga el artículo 137.3 de la Ley 30/1992, de 26 de no-
viembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y
del Procedimiento Administrativo Común, que el interesado carecía
de autorización para circular por una zona protegida de un embalse
catalogado y que no se encontraba estacionando en una de las zonas
habilitadas, con lo que le es imputable la infracción.

Por su parte, el recurrente no ha presentado prueba alguna que
pueda desvirtuar dicha presunción, pues la fotografía aportada care-
ce de entidad probatoria para eximir su responsabilidad.

Cuarto

Finalmente, el recurrente invoca la nulidad del procedimiento ad-
ministrativo al haber recaído Resolución sancionadora sin que se
haya facilitado ninguna de las pruebas propuestas.

En el caso debatido se ha seguido el procedimiento simplificado
previsto en el capítulo V del Decreto 245/2000, de 16 de noviembre,
por el que se aprueba el Reglamento para el Ejercicio de la Potestad
Sancionadora por la Administración de la Comunidad de Madrid, al
considerar el órgano competente para su iniciación que existían ele-
mentos de juicio suficientes para calificar la infracción como leve,
notificándose al interesado el 4 de febrero de 2004.

Frente al citado Acuerdo de inicio, el interesado formuló sendos
escritos de alegaciones en los términos expresados en el fundamen-
to de derecho segundo (el primero dirigido a una Administración
Pública distinta a la que tramita el procedimiento y otro posterior in-
completo, presentado fuera del plazo normativamente establecido y
sin que exista constancia en la Administración de su presentación),
por lo que el órgano administrativo, al no tener constancia de los
mismos, prosiguió el procedimiento hasta el dictado de la Resolu-
ción con imposición de la sanción correspondiente.

En consecuencia, no se pueden estimar las alegaciones formula-
das en el recurso de alzada: ni la de nulidad del procedimiento, pues
la sanción se ha impuesto previa tramitación del procedimiento nor-
mativamente establecido, ni tampoco la de indefensión, toda vez
que no existe constancia en el expediente de que el interesado haya
formulado alegaciones y solicitado práctica de prueba con anteriori-
dad al dictado de la Resolución.

Por todo lo expuesto, para esta Administración ha quedado acre-
ditada la comisión de la infracción por el interesado y como conse-
cuencia procede desestimar el recurso interpuesto y confirmar la Re-
solución recurrida en todos sus términos por ser esta conforme a
Derecho.

En su virtud, y de acuerdo con el informe de la Dirección Gene-
ral de Promoción y Disciplina Ambiental, en el que se propone la
desestimación del recurso,

DISPONGO

Desestimar el recurso de alzada interpuesto por don Iván Rojas
Hoyo, contra la Resolución de 1 de abril de 2004, de la Viceconse-
jería de Medio Ambiente y Ordenación del Territorio, y confirmar
en todos sus términos la Resolución recurrida por ser esta conforme
a Derecho.

Lo que se le notifica, significándole que la Orden transcrita ago-
ta la vía administrativa y que contra la misma procederá, en su caso,
recurso contencioso-administrativo, a interponer en el plazo de dos

meses, contados desde el día siguiente a la recepción de la presente
notificación, bien ante los Juzgados de lo Contencioso-Administra-
tivo de Madrid, o bien ante los Juzgados de lo Contencioso-Admi-
nistrativo del domicilio del demandante, a elección de este último.
Todo ello de conformidad con lo establecido en la Ley 29/1998,
de 13 de julio, Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Adminis-
trativa. Sin perjuicio de que los interesados puedan ejercitar cualquier
otro recurso que estimen procedente en defensa de sus derechos.

Al poner la presente Orden fin a la vía administrativa, de confor-
midad con el artículo 109.a) de la citada Ley 30/1992, de 26 de no-
viembre, la Resolución del expediente sancionador es ejecutiva a te-
nor de lo dispuesto en el artículo 138.3 del mismo texto legal, y en
el artículo 14.7 del Decreto 245/2000, de 16 de noviembre, por el
que se aprueba el Reglamento para el Ejercicio de la Potestad San-
cionadora por la Administración de la Comunidad de Madrid. Por
este motivo se le notifica e informa de los siguientes extremos:

Primero

De conformidad con lo previsto en el artículo 62 de la Ley 58/2003,
de 17 de diciembre, General Tributaria, el importe de la multa se
hará efectivo por ingreso directo, mediante el recibo de ingreso que
se adjunta, en la cuenta número 1826146400010335, oficina 1826,
de “Caja Madrid”, haciendo referencia al número de expediente y
persona sancionada, en los períodos voluntarios que se detallan a
continuación:

a) Si la notificación de la liquidación se realiza entre los días 1
y 15 de cada mes, desde la fecha de recepción de la notifica-
ción hasta el día 20 del mes posterior o, si este no fuera hábil,
hasta el inmediato hábil siguiente.

b) Si la notificación de la liquidación se realiza entre los días 16
y último de cada mes, desde la fecha de recepción de la noti-
ficación hasta el día 5 del segundo mes posterior o, si este no
fuera hábil, hasta, el inmediato hábil siguiente.

No obstante, de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 44 y si-
guientes del Real Decreto 939/2005, de 29 de julio, por el que se
aprueba el Reglamento General de Recaudación, se podrá solicitar
un aplazamiento o fraccionamiento de la cantidad impuesta como
sanción en los plazos anteriormente señalados.

Segundo

Se le apercibe de que, de no abonarla dentro de dicho período vo-
luntario y de no concurrir ninguna de las circunstancias establecidas
en el Reglamento General de Recaudación, se procederá a su exac-
ción por vía de apremio, sin más trámite, con el 20 por 100 de recar-
go, de conformidad con lo establecido en el artículo 70 y siguientes
del citado Reglamento General de Recaudación.

El justificante o resguardo acreditativo del ingreso deberá remi-
tirlo en el plazo de diez días al Área de Disciplina Ambiental de la
Consejería de Medio Ambiente y Ordenación del Territorio (calle
Princesa, número 3, segunda planta), para su anotación y constancia
en el expediente, el cual no se estimará concluso sin el cumplimien-
to de este requisito.

Tercero

De la notificación de esta obligación contraída con la Comunidad
de Madrid se pasa comunicación a la Consejería de Economía y Ha-
cienda, a los efectos establecidos en el Reglamento General de Re-
caudación.

Madrid, a 3 de junio de 2009.—El Secretario General Técnico,
Alfonso Moreno Gómez.

(03/19.102/09)

Consejería de Medio Ambiente, Vivienda
y Ordenación del Territorio

INSTITUTO DE LA VIVIENDA DE MADRID (IVIMA)

Resolución 429/AD/09, del Director-Gerente, por la que se resuelve
la no renovación del contrato de arrendamiento que don Antonio
de la Torre Sanz tiene suscrito con el Instituto de la Vivienda de
Madrid.


